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PRÓLOGO A LA PRIMERA EDICIÓN

			La idea de estas Lecciones surgió ante la dificultad de encontrar un manual que sirviera como base a los alumnos de la asignatura de Derecho civil patrimonial que se imparte en los grados de orientación económica de muchas Universidades, entre ellas, la Universidad Carlos III de Madrid y la Universidad de Málaga, en las que trabajan como personal docente las autoras de esta obra. La dificultad tiene su origen, por una parte, en el hecho de que la mayoría de los manuales al uso no se ajustan al programa actual de dicha asignatura y no siempre están suficientemente actualizados, por otra, y en particular, en el hecho de que no se adaptan a las necesidades docentes nacidas a consecuencia de la implantación de los nuevos planes de estudios.

			Este manual pretende, ante todo, no ser mero resumen de otros ya existentes. Se ha intentado, en primer lugar, seleccionar contenidos útiles para los estudiantes a los que se dirige y en general para cualquiera que se adentra en el estudio del Derecho civil patrimonial y, sobre esa base, se ha realizado una síntesis actualizada del estado de la cuestión, teniendo en cuenta las últimas reformas legislativas y las tendencias doctrinales y jurisprudenciales más recientes, procurando exponer los contenidos seleccionados en la forma más sencilla y pedagógica posible.

			Hemos tratado, en particular, de explicar el sentido y finalidad de las instituciones analizadas, incidiendo en su vertiente práctica y mostrando cómo funcionan en la realidad. A tal fin se incluyen al hilo de las explicaciones numerosos ejemplos, muchos de ellos extraídos de sentencias, ya que al margen de la doctrina jurisprudencial que las resoluciones judiciales puedan contener (especialmente las del Tribunal Supremo), pensamos que el recurso a supuestos concretos enjuiciados por nuestros Tribunales permite una fácil «visualización» de cómo se solucionan los problemas jurídicos que se plantean en el tráfico.

			Respecto de la bibliografía, teniendo en cuenta los destinatarios de estas Lecciones, se ha optado por incluir solamente una bibliografía general básica al final del manual, en la que se recogen diversos Comentarios al Código civil, los principales manuales al uso y algunas obras de referencia sobradamente conocidas.

			Por lo que se refiere a la autoría de los distintos capítulos:

			— La profesora CARMEN ARIJA (Universidad de Málaga) ha redactado los Temas 5, 7 y 11, con la excepción del epígrafe primero de este último tema.

			— La profesora YOLANDA BERGEL (Universidad Carlos III de Madrid) se ha encargado del Tema 4 (salvo sus epígrafes primero y segundo) y los Temas 9 y 15.

			— De la autoría de la profesora CARMEN CRESPO (Universidad Carlos III de Madrid) son los Temas 10, 12 y 16.

			— La profesora SARA MARTÍN (Universidad Carlos III de Madrid) es autora de los Temas 6, 13 y 14.

			— La profesora NATALIA MATO (Universidad Carlos III de Madrid) ha redactado los Temas 1 y 3 y los epígrafes primero y segundo del Tema 4.

			— En cuanto a mí, además de encargarme de la coordinación general de esta obra, he redactado los Temas 2 y 8, y el epígrafe primero del Tema 11.

			Para finalizar sólo nos resta esperar que la presente obra sea de utilidad tanto para los alumnos de los grados que incluyen una asignatura de Derecho civil patrimonial, como para los docentes que deban impartirla. Asimismo, para cualquier interesado en adquirir una visión actual, clara, breve y precisa, de las principales instituciones que conformen el denominado Derecho civil patrimonial.

			MARÍA JOSÉ SANTOS MORÓN

			Universidad Carlos III de Madrid

		

	
		
			
			
ABREVIATURAS

			
				
					
					
				
				
					
							
							CA

						
							
							Comunidad Autónoma

						
					

					
							
							C.c.

						
							
							Código civil

						
					

					
							
							C.com.

						
							
							Código de comercio

						
					

					
							
							CE

						
							
							Constitución española

						
					

					
							
							C.p.

						
							
							Código penal

						
					

					
							
							CV

						
							
							Convención de Viena sobre compraventa internacional de mercaderías

						
					

					
							
							ET

						
							
							Estatuto de los Trabajadores

						
					

					
							
							LAU

						
							
							Ley de arrendamientos urbanos

						
					

					
							
							LAR

						
							
							Ley de arrendamientos rústicos

						
					

					
							
							LC

						
							
							Ley Concursal

						
					

					
							
							LCGC

						
							
							Ley de condiciones generales de la contratación

						
					

					
							
							LEC

						
							
							Ley de Enjuiciamiento civil

						
					

					
							
							LF

						
							
							Ley de Fundaciones 

						
					

					
							
							LJV

						
							
							Ley de Jurisdicción Voluntaria

						
					

					
							
							LH

						
							
							Ley Hipotecaria

						
					

					
							
							LHMPSD

						
							
							Ley de Hipoteca Mobiliaria y Prenda sin Desplazamiento de la posesión

						
					

					
							
							LOCM

						
							
							Ley de Ordenación del Comercio Minorista

						
					

					
							
							LODA

						
							
							Ley reguladora del Derecho de asociación

						
					

					
							
							LOE

						
							
							Ley de Ordenación de la Edificación

						
					

					
							
							LOPJM

						
							
							Ley Orgánica de Protección Jurídica del Menor

						
					

					
							
							LPI

						
							
							Ley de Propiedad Intelectual

						
					

					
							
							LRC

						
							
							Ley del Registro Civil

						
					

					
							
							LRJSP

						
							
							Ley de Régimen Jurídico del Sector Público

						
					

					
							
							LSSI

						
							
							Ley de Servicios de la Sociedad de la Información

						
					

					
							
							MCR

						
							
							Marco Común de Referencia

						
					

					
							
							PECL

						
							
							Principios de Derecho Europeo de Contratos

						
					

					
							
							RDGRN

						
							
							Resolución de la Dirección General de Registros y del Notariado

						
					

					
							
							RH

						
							
							Reglamento Hipotecario

						
					

					
							
							SAP

						
							
							Sentencia de la Audiencia Provincial

						
					

					
							
							STC

						
							
							Sentencia del Tribunal Constitucional

						
					

					
							
							STS

						
							
							Sentencia del Tribunal Supremo

						
					

					
							
							TRLC

						
							
							Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de Consumidores y Usuarios

						
					

					
							
							TRLSC

						
							
							Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital

						
					

					
							
							TS

						
							
							Tribunal Supremo

						
					

				
			

		

	
		
			TEMA 1

			
INTRODUCCIÓN

			NATALIA MATO PACÍN

			Universidad Carlos III de Madrid

			
1. EL DERECHO PATRIMONIAL COMO PARTE DEL DERECHO CIVIL

			
1.1. EL DERECHO CIVIL PATRIMONIAL


			El Derecho civil es parte del Derecho privado, que es aquel sector del ordenamiento que regula en general las relaciones entre particulares. Sin embargo, no todo Derecho privado es Derecho civil, puesto que también forman parte del primero los denominados Derechos privados especiales, como el Derecho mercantil o el laboral, que constituyen disciplinas separadas y que han asumido la regulación de facetas concretas del ordenamiento jurídico (relaciones económicas empresariales y relaciones trabajador-empresario, respectivamente). Es por eso que al Derecho civil se le conoce también como Derecho privado común o general, puesto que se aplica por defecto a todas las personas, como particulares, sin necesidad de que concurra ninguna cualidad añadida (ser trabajador, ser empresario) y, además, sus normas rigen, de forma supletoria, en todas las ramas del Derecho (art. 4.3 C.c.).

			Por lo tanto, podemos decir que el Derecho civil es la rama del ordenamiento jurídico que se encarga de regular con carácter general las relaciones de los particulares como sujetos de obligaciones y derechos, como integrantes de una familia y como titulares de un patrimonio y de relaciones patrimoniales. Por ejemplo, la constitución de una asociación y los negocios jurídicos que ésta lleva a cabo a lo largo de su vida o el destino de sus bienes al extinguirse; el nacimiento de una persona física y los actos que realiza, tales como casarse, comprar una vivienda, constituir una hipoteca sobre la misma o disponer de sus bienes mediante testamento. Se habla, así, de Derecho de la persona, Derecho patrimonial, Derecho de familia y Derecho de sucesiones como partes del Derecho civil.

			Así, dentro del conjunto normativo que constituye el Derecho civil, se pueden identificar una serie de normas, que tienen por objeto la regulación de las relaciones de carácter estrictamente patrimonial de los particulares, a las que se denomina Derecho civil patrimonial y en las que nos centraremos en este manual. Las materias que engloba el Derecho civil patrimonial han sido tradicionalmente clasificadas en Derecho de obligaciones y contratos y Derecho de cosas. Aunque esta organización nos puede ayudar a entender mejor la disciplina, hay que advertir que no se trata de compartimentos estancos sino que existen relaciones entre ellas.

			— En el Derecho de obligaciones y contratos es objeto de estudio el régimen general de las relaciones obligatorias entre deudor y acreedor así como las fuentes de las mismas: el contrato, el cuasi contrato, la responsabilidad extracontractual o Derecho de daños y el enriquecimiento injustificado. El contrato centrará gran parte de nuestra atención, dada la gran relevancia de la figura como pieza clave del Derecho patrimonial.

			— El Derecho de cosas (también denominado Derechos reales), se centra, por el contrario, en la relación de poder entre los sujetos y las cosas. Comprende el estudio del derecho de propiedad, los derechos limitados o sobre cosa ajena y, por la importancia que tiene la publicidad registral en el ámbito de los derechos reales sobre bienes inmuebles, el régimen del Registro de la Propiedad o Derecho hipotecario.

			Pero, además de existir interconexiones entre estas categorías del Derecho civil patrimonial, también las hay con los restantes sectores del Derecho civil. Así, hay que hacer referencia al Derecho de la persona, porque los vínculos patrimoniales se establecen entre personas, físicas o jurídicas, que son precisamente los sujetos de las relaciones obligatorias. Esto es lo que explica que aluda a ese tema en este Manual y también la introducción en el mismo de conceptos referidos a instituciones del Derecho de familia que tienen carácter patrimonial (por ejemplo, régimen económico matrimonial) y algunos conceptos básicos del Derecho de sucesiones.

			
1.2. EL CÓDIGO CIVIL Y LAS LEYES ESPECIALES


			El grueso de las normas de Derecho civil patrimonial se encuentra recogido en el Código civil, ley que se dictó en 1889 y que, salvo algunas modificaciones, sigue vigente en la actualidad. Sin embargo, el Código civil no agota la regulación pues, junto con este texto legal, existen una variedad de leyes especiales que tienen por objeto materias concretas que han ido surgiendo con posterioridad o que necesitaban un desarrollo más detallado. Es el caso, a modo de ejemplo, de la Ley Hipotecaria, Ley de Arrendamientos Urbanos, Ley de Propiedad Horizontal, Ley del Registro Civil, Ley de Fundaciones o la legislación de consumo.

			
1.3. EL DERECHO CIVIL COMÚN Y LOS DERECHOS AUTONÓMICOS


			El Código civil tampoco agota la regulación del Derecho civil patrimonial en otro sentido. Aunque la Constitución española (art. 149.1.8.ª) atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre la legislación civil, también reconoce la validez y la posibilidad de desarrollo de algunas normas civiles existentes en el momento de publicación de la Constitución en ciertas Comunidades Autónomas. Son los denominados tradicionalmente Derechos forales esto es Derechos autonómico que se aplican con carácter preferente allí donde existen, siendo el Código civil —la legislación civil común, en general— de aplicación supletoria en el supuesto de lagunas (es el caso, entre otras, de Cataluña, Aragón, Galicia o País Vasco, comunidades que cuentan con normas civiles de diverso contenido y amplitud).

			
1.4. NUEVAS TENDENCIAS EN EL DERECHO CIVIL PATRIMONIAL


			Siendo una norma de 1889 el texto legal más importante que regula el Derecho civil patrimonial y, a pesar de la existencia de leyes especiales más modernas, no es exagerado afirmar que el contexto social y económico actual ha variado mucho respecto del existente en el momento de promulgar el Código civil. A esto han contribuido cambios en muy diversos niveles.

			Uno de ellos es la internacionalización de los mercados que, obviamente, ha influido en el alcance de la contratación, que traspasa fronteras y tiene que enfrentarse a nuevos retos. De ahí que haya habido intentos de simplificar la contratación mediante el establecimiento de una regulación uniforme. El primero, auspiciado por la Comisión de las Naciones Unidas para la Unificación del Derecho Mercantil (UNCITRAL) con la Convención sobre los contratos de compraventa internacional de mercaderías (Viena, 1980), buscando promover el desarrollo del comercio internacional. En la misma línea, pero sin estar restringidos a un contrato concreto y con carácter no vinculante, se encuentran los Principios UNIDROIT, un conjunto de reglas uniformes que pretenden servir como punto de referencia para los intervinientes en los negocios y como modelo de interpretación para los legisladores.

			La inclusión de España en la Unión Europea también ha tenido sus repercusiones porque, de hecho, muchas de las modificaciones legislativas han venido de la mano del Derecho comunitario, que ha impulsado todavía más la unificación jurídica. Un ejemplo significativo es la normativa tendente a proteger a los consumidores ya que nuestras leyes actuales en la materia son, en buena medida, transposición de Directivas europeas.

			Al margen del impacto del Derecho comunitario en el Derecho privado, se han venido formulando también propuestas para intentar unificar el Derecho de contratos en Europa. Estas propuestas de Derecho privado europeo, aunque no tienen valor legal, buscan establecer unos principios y reglas generales a las que los sujetos pueden recurrir para regular sus relaciones e, incluso, han sido citados en ocasiones por nuestra jurisprudencia. Probablemente, los movimientos más relevantes son los Principios de Derecho Europeo de Contratos (Principles of European Contract Law, PECL), los Principios de Derecho Europeo de Daños (Principles of European Tort Law, PETL) y el Borrador del Marco Común de Referencia (MCR) (Draft Common Frame of Reference, DCFR), algunas de cuyas reglas y principios serán citados ocasionalmente a lo largo del manual.

			Ya dentro de nuestras fronteras, la comunidad jurídica es consciente de que el Código civil está obsoleto en algunos aspectos y que sería aconsejable incluir nuevas instituciones o reformar algunas de las existentes. Es por ello que en la sección de Derecho civil de la Comisión General de Codificación (órgano de asesoramiento dependiente del Ministerio de Justicia) se trabaja en propuestas de reforma de los textos legales. En la actualidad, podemos citar la Propuesta para la Modernización del Derecho de obligaciones y contratos (2009).

			
2. EL ORDEN PÚBLICO ECONÓMICO

			Este conjunto de normas e instituciones que regulan las relaciones y derechos de carácter patrimonial de los particulares, y que hemos llamado en el epígrafe anterior Derecho civil patrimonial, se asienta sobre una serie de principios esenciales que organizan la actividad económica. Estos principios, que son vinculantes (es decir, es obligatorio acatarlos), se conocen como orden público económico y definen la estructura básica del sistema económico de una sociedad en un momento determinado (al depender de factores políticos y sociales, que son los que configuran un modelo concreto, pueden variar en el tiempo). Así, el orden público económico estará constituido por aquellas reglas que son básicas en el orden jurídico global y con arreglo a las cuales en un momento dado aparece organizada la estructura y el sistema económico de la sociedad (DÍEZ-PICAZO).

			En la Constitución española (CE) hay una serie de artículos de contenido económico (que forman lo que se ha denominado «Constitución económica») y que tienen por objetivo determinar a qué sujetos se le atribuyen los bienes económicos y cómo se realiza el intercambio y circulación de dichos bienes. Entre estos preceptos podemos destacar el artículo 33, que reconoce el derecho a la propiedad privada, el artículo 38, respecto del derecho a la libertad de empresa así como los artículos 128 y 131, que reconocen —de forma subordinada al interés general— la iniciativa pública y la facultad de planificación estatal de la actividad económica. Estos mandatos de la norma fundamental nos dan una idea del marco o modelo económico vigente del que derivan las directrices que forman parte del orden público económico.

			Pero junto a éstos, que veremos con más detenimiento, existen otros principios jurídicos que, siguiendo a DÍEZ-PICAZO, forman parte también del concepto de orden público económico y según los cuales debe ser interpretado el ordenamiento jurídico:

			— El principio de conmutatividad del comercio jurídico, es decir, que los cambios de bienes y servicios no se operan, en principio, sin contraprestación, sino mediante un procedimiento de intercambio (SAP Valencia de 4 de junio de 2007). En un contrato de compraventa, por ejemplo, el vendedor entrega la cosa porque espera recibir a cambio el precio por parte del comprador y viceversa. Esto implica, para empezar, que todo desplazamiento de bienes tiene que tener una razón o causa válida que lo respalde y justifique (en el ejemplo anterior, el intercambio cosa-precio; en una donación, el ánimo de liberalidad o voluntad de beneficiar al donatario) pues, si no, se hablaría de «enriquecimiento injustificado». Relacionado con este principio, el artículo 1.289 C.c. señala como criterio para interpretar el contrato la búsqueda de la mayor reciprocidad de intereses (vid. Tema 4, epígrafe 1). Hay que tener en cuenta, sin embargo, que esta exigencia de reciprocidad o equilibrio es relativa porque en un sistema de economía liberal el valor fijado para los bienes o servicios que se intercambian no está sujeto a un control que determine si es justo o injusto. Es decir, las partes son libres, en principio, de acordar, por ejemplo, el precio a pagar por una cosa en un contrato de compraventa, con independencia de que esa cantidad se corresponda exactamente con el valor real de mercado de dicha cosa, o sea mayor o menor.

			— El principio de la buena fe en las relaciones económicas, que vincula a todas las relaciones de carácter patrimonial. Así, según el artículo 7.1 C.c., los sujetos deben comportarse siguiendo valores como la honestidad, fidelidad y protección a la confianza creada por la otra parte (MIQUEL). Pero, además de ser un modelo de conducta general, la buena fe es un criterio implícito de interpretación del contrato y puede también incluso imponer a los contratantes deberes especiales que son de obligado cumplimiento aunque no hayan sido pactados (art. 1.258 C.c., vid. Tema 4, epígrafe 2).

			— El principio de seguridad jurídica, reconocido en el artículo 9.3 CE, implica proteger la confianza y certidumbre, por una parte, respecto del ordenamiento en general, es decir, saber qué normas van a ser aplicables y cuáles sus consecuencias. Por otra, también conlleva proteger la confianza en el tráfico jurídico, esto es, tutelar al sujeto que, de forma razonable y objetiva, confía en que una situación jurídica es tal y como parece (por ejemplo, quien adquiere un bien inmueble de un sujeto que figura como titular en el Registro de la Propiedad confía en que realmente lo sea).

			
2.1. EL DERECHO A LA LIBERTAD DE EMPRESA


			Como ya habíamos adelantado, una de las directrices del orden público económico es la «libertad de empresa en el marco de la economía de mercado» (art. 38 CE). Se trata del elemento central de nuestro sistema económico pues supone reconocer la iniciativa privada en la actividad económica, es decir, el derecho y la libertad de los sujetos privados para desarrollar una actividad económica, lo cual está relacionado además con derechos fundamentales tales como la dignidad humana o la autodeterminación o autorrealización (art. 10.1 CE).

			El reconocimiento de la libertad de empresa implica para los poderes públicos tanto la obligación de no interferir en la actividad de los particulares como la obligación de garantizar las condiciones que aseguren la posibilidad de ejercicio de tal derecho. Como dice el artículo 38 CE: «los poderes públicos garantizan y protegen su ejercicio y la defensa de la productividad, de acuerdo con las exigencias de la economía general y, en su caso, de la planificación». Esto implica que es necesario garantizar la libertad de crear empresas y que éstas puedan actuar en el mercado; la libertad de organización, de gestión, de inversión y de apropiación de los beneficios; la libertad de contratación y la fuerza vinculante de los contratos así como la libre concurrencia. Pero garantizar estas condiciones no significa siempre la ausencia total de injerencia en la actividad privada ya que en ocasiones la forma de garantizar la libertad será, precisamente, estableciendo ciertas limitaciones, como es el caso de la legislación sobre defensa de la competencia, elemento esencial para un correcto funcionamiento del mercado.

			De hecho, dos ámbitos relacionados con la libertad de empresa y en los que el concepto de orden público económico tiene mucha relevancia son, precisamente, el derecho de la competencia y el derecho de consumo. Las normas de defensa de la competencia forman parte del orden público económico, como ha sido reconocido por la jurisprudencia (STS de 3 de octubre de 2007). En este caso, la limitación a la libertad de empresa consiste en la prohibición de pactos o prácticas que restringen la competencia. Pero estas restricciones tienen como propósito evitar que se pueda alterar el mercado de producción o distribución de los productos ofrecidos por las empresas, es decir, pretenden garantizar que los empresarios puedan competir en régimen de igualdad de condiciones (así, puede prohibirse, por ejemplo, que todas las empresas de un sector —v. gr., telefonía; derivados del petróleo— se pongan de acuerdo para fijar los mismos precios, ya que en tal hipótesis no habría competencia en el mercado).

			Por su parte, el principio de protección del consumidor (art. 51 CE) refuerza y complementa la libertad de empresa y es también uno de los principios del orden público económico (STS de 9 de mayo de 2013; SAP Barcelona de 23 de noviembre de 2010). Las medidas de protección de los consumidores pretenden defenderles frente al poder dominante de las empresas que es consecuencia del desarrollo económico, de los mercados y de las nuevas formas de contratación en masa. Estas medidas pueden suponer una limitación a la libertad de empresa a través, por ejemplo, de limitaciones a la libertad de contratación. Es el caso, entre otros, de la posibilidad de declarar nulas aquellas cláusulas contractuales que les hayan sido impuestas a los consumidores y que sean abusivas, es decir, perjudiciales para ellos en contra de la buena fe (vid. Tema 3, epígrafe 6). Sin embargo, como decíamos, estas restricciones tienen como objetivo garantizar la protección de los consumidores, como parte más débil de las relaciones de mercado.

			De todo lo que hemos dicho hasta ahora se puede concluir que la libertad de empresa, aún siendo pieza clave del sistema económico, no es ilimitada. Los poderes públicos están legitimados para adoptar medidas restrictivas de la iniciativa privada y la libertad de empresa (por ejemplo, la normativa de defensa de la competencia o la normativa protectora de consumidores). Sin embargo, como hemos visto, estas intromisiones tienen como finalidad, precisamente, garantizar el libre juego de la economía de mercado.

			Además, también los poderes públicos pueden intervenir en la economía y planificar el sistema económico. Así se deduce del artículo 128 CE, que reconoce la iniciativa pública en la actividad económica, y del artículo 131 CE, que faculta al Estado a planificar la economía. La libertad de empresa tiene que interpretarse, por tanto, de forma conjunta con la iniciativa pública y la planificación de la actividad económica, al formar los tres el núcleo de la «Constitución económica».

			
2.2. LA INICIATIVA PÚBLICA EN LA ACTIVIDAD ECONÓMICA Y LA PLANIFICACIÓN ESTATAL DE LA ECONOMÍA


			El artículo 128 CE comienza subordinando la riqueza del país, cualquiera que sea su titularidad, al interés general. Esta idea está indudablemente relacionada con el artículo 33 CE que, tras reconocer el derecho a la propiedad privada, también lo limita por las necesidades de la colectividad, es decir, por su función social (por ejemplo, expropiación forzosa por razón de utilidad pública).

			Pero, además, reconoce «la iniciativa pública en la actividad económica», es decir, el Estado se convierte en un competidor de los particulares pues puede participar en el mercado desarrollando actividades económicas. Eso sí, con límites. En primer lugar, porque la intervención del Estado como empresa en la actividad económica tiene que estar justificada por el interés general (por ejemplo, porque no existe iniciativa privada en algún sector o es necesaria su reestructuración o promoción; por motivos de política social; por razones de defensa y seguridad nacional). Por otra parte, porque tiene que someterse a las reglas del mercado y respetar la libertad de empresa (art. 38 CE) y todas sus implicaciones, siendo las más importantes las reglas de libre competencia.

			Para terminar, el artículo 128 CE también faculta a los poderes públicos para reservar al sector público, por ley, determinados recursos o servicios esenciales, especialmente en caso de monopolio (por ejemplo, televisión, por su importancia en la sociedad de los medios de comunicación; en otras épocas, aunque no en la actualidad: la energía, las telecomunicaciones o el transporte aéreo) así como acordar la intervención de empresas cuando venga exigido por el interés general.

			A la posibilidad que se les reconoce a los poderes públicos para participar en el mercado, el artículo 131 CE suma la facultad de planificar la actividad económica general para atender a las necesidades colectivas, equilibrar y armonizar el desarrollo regional y sectorial y estimular el crecimiento de la renta y de la riqueza y su más justa distribución. Sin embargo, está claro que, de nuevo, las decisiones que se puedan tomar a través de este instrumento de ordenación de la economía tendrán que ser compatibles con el contenido de la libertad de empresa.

			En España no ha existido una planificación general estrictamente hablando pero sí algunas sectoriales como planificaciones urbanísticas y de infraestructuras, planes hidrológicos o planificación del sector eléctrico o energético.
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1. LA PERSONALIDAD JURÍDICA

			
1.1. LA PERSONALIDAD JURÍDICA. LA CAPACIDAD DE LA PERSONA: CAPACIDAD JURÍDICA Y CAPACIDAD DE OBRAR


			Desde el punto de vista jurídico ser persona equivale a tener aptitud para ser sujeto de derechos y obligaciones. Para ser titular de un derecho es preciso ser sujeto de derechos y para ello es necesario ser «persona». Por ejemplo, un perro no puede ser titular del derecho de propiedad, ni se le reconoce el derecho al honor, ni se le puede imponer la obligación de pagar una deuda. Todos los seres humanos tienen la consideración de personas. Esto, que puede parecer una obviedad, sin embargo no ha sido siempre así. Por ejemplo, en el Derecho romano los esclavos no tenían la posibilidad de ser sujetos de derechos, y tenían la misma consideración que una cosa. Actualmente, sin embargo, se entiende que la personalidad es una exigencia de la naturaleza y dignidad del hombre, y así lo exige la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 (art. 6) y lo reconoce, en España, el artículo 10 de la Constitución, que consagra como «fundamento del orden político» la dignidad de la persona.

			Hay que tener en cuenta, no obstante, que no sólo los seres humanos son considerados por la ley sujetos de derechos. El ordenamiento jurídico también concede aptitud para ser titular de derechos y obligaciones a ciertas organizaciones humanas (v. gr., asociaciones, fundaciones) siempre que cumplan los requisitos legales. En estos casos hablamos de personas jurídicas, para diferenciarlos de los seres humanos individualmente considerados, a los que se alude con el término personas físicas.

			Hemos dicho que todo ser humano es «persona» a efectos jurídicos. Al mismo tiempo, toda «persona» tiene aptitud para ser titular de derechos y obligaciones. A esta cualidad se la denomina capacidad jurídica. Es decir, la capacidad jurídica es la aptitud para ser sujeto de derechos y obligaciones y coincide con la personalidad jurídica, puesto que la tiene toda persona por el mero hecho de serlo. La capacidad jurídica es una consecuencia indisoluble de la personalidad jurídica. Tanto las personas físicas como las personas jurídicas tienen capacidad jurídica.

			Tradicionalmente se ha venido diferenciando entre capacidad jurídica y capacidad de obrar. La capacidad de obrar consiste en la aptitud o idoneidad para adquirir derechos, asumir obligaciones, ejercitar esos derechos y obligaciones y realizar eficazmente actos jurídicos. Si bien todas las personas tienen capacidad jurídica, no todas pueden ejercitar esa capacidad jurídica realizando, por sí solos, actos y negocios jurídicos válidos. Por ejemplo, un niño de 4 años tiene capacidad jurídica, y, por tanto, puede ser propietario, incluso de un ingente patrimonio (supongamos, por ejemplo, que su abuelo lo instituyó heredero de su fortuna). Sin embargo, no podrá eficazmente vender los bienes que forman parte de su patrimonio. Ello se debe a que los menores de edad (la mayoría de edad se alcanza a los 18 años, art. 240 C.c.) tienen limitada su capacidad de obrar y no pueden, como regla general, celebrar válidamente contratos sin la intervención de sus padres o tutor (vid. epígrafe 2).

			Hasta la reforma del C.c. practicada por la Ley 8/2021, de 2 de junio, por la que se reforma la legislación civil y procesal para el apoyo a las personas con discapacidad en el ejercicio de su capacidad jurídica, se venía entendiendo que también tenían limitada su capacidad de obrar las personas que, por presentar una deficiencia física o psíquica que les impedía gobernarse por sí mismas, eran incapacitadas judicialmente. Se entendía que la sentencia de incapacitación modificaba o «limitaba» su capacidad de obrar. Y ello porque dicha sentencia debía determinar los actos que la persona en cuestión podía realizar por sí sola y, según los casos, aquellos otros que debía realizar su tutor (el tutor es un sujeto que actúa en sustitución del tutelado) o para los que debía contar con la asistencia de su curador (el curador es un sujeto que asiste o ayuda al sometido a curatela). Los negocios celebrados por el incapacitado sin la intervención del tutor o la asistencia del curador cuando era preceptiva eran inválidos y podían ser impugnados.

			La mencionada Ley 8/2021, de acuerdo con la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, de 13 de diciembre de 2006, ha modificado esta perspectiva, pues parte de la base de que las personas con discapacidad pueden precisar «apoyos» para ejercer su capacidad jurídica, es decir, para realizar actos de ejercicio de sus derechos o llevar a cabo actos y negocios jurídicos. Por consiguiente, no se trata de limitar su capacidad de obrar, sino de proporcionarles, judicialmente en su caso, los instrumentos o apoyos necesarios para que puedan ejercer adecuadamente su capacidad jurídica.

			Actualmente, por tanto, sólo cabe hablar de capacidad de obrar limitada en relación con los menores de edad. No obstante, hay quien prefiere omitir la expresión «capacidad de obrar» también respecto de los menores y referirse exclusivamente al «ejercicio de la capacidad jurídica». Conviene advertir, sin embargo, que esta última noción es equivalente a la tradicional capacidad de obrar. Además, el establecimiento de medidas de apoyo determina, de manera similar a lo que sucedía con anterioridad, la posibilidad de impugnar los contratos celebrados por la persona a la que se refieren prescindiendo de las medidas de apoyo que sean necesarias (arts. 1.301.4 y 1.302.4 C.c.).

			Con independencia de lo indicado, hay casos en que la Ley impide a concretos sujetos realizar ciertos negocios jurídicos. Por ejemplo, el artículo 1.459 C.c. establece una serie de prohibiciones para comprar bienes (vid. Tema 9, epígrafe 2.2) que afectan a ciertas personas. Hay que observar que en estos casos no se está limitando la capacidad de obrar de los sujetos en cuestión. Se trata, simplemente de una prohibición que se impone a determinadas personas cuando concurren ciertas circunstancias (por ejemplo, los empleados públicos no pueden comprar los bienes del Estado), pero al afectado se le presupone capacidad de obrar plena para realizar cualquier otro acto o negocio.

			Por otra parte, cuando una persona es insolvente (es decir, no tiene bienes suficientes para pagar sus deudas) y es declarado en concurso de acreedores, se le imponen ciertas limitaciones en relación con los bienes que forman parte del concurso —es decir, aquellos bienes que van a ser utilizados para pagar a sus acreedores—: puede quedar privado de sus facultades de administrar estos bienes (siendo sustituido por los administradores concursales) o puede permitírsele su administración pero con la intervención de los administradores concursales (art. 40.1, 2 y 6 de la Ley Concursal).

			
1.2. COMIENZO Y FIN DE LA PERSONALIDAD


			A) Comienzo de la personalidad


			Las personas jurídicas adquieren personalidad jurídica cuando se constituyen con arreglo a las leyes y cumplen los requisitos en ellas exigidos (en ciertos casos se exige, por ejemplo, la inscripción en un Registro).

			Las personas físicas adquieren personalidad jurídica en el momento del nacimiento. El artículo 30 C.c. dice «la personalidad se adquiere en el momento del nacimiento con vida, una vez producido el entero desprendimiento del claustro materno». De acuerdo con ello, antes del nacimiento —es decir, durante el período de gestación— el ser humano no tiene personalidad jurídica y no puede ser sujeto de derechos. No obstante el artículo 29 C.c. otorga una cierta protección al concebido y no nacido (también denominado nasciturus). Según este precepto al concebido se le tiene «por nacido para todos los efectos que le sean favorables» siempre que llegue a nacer con las condiciones del artículo 30. Esos «efectos favorables» son, fundamentalmente, efectos de carácter patrimonial. De hecho, el origen del artículo 29 C.c. se encuentra en la conveniencia de permitir que, en caso de muerte del padre durante el embarazo de la madre, el hijo todavía no nacido pudiera heredarle. Por eso la virtualidad de este precepto es, fundamentalmente, permitir que, si se instituye heredero a un nasciturus, o se le hace una donación (por ejemplo, los abuelos donan a su nieto, todavía no nacido, un determinado bien), pueda adquirir los bienes donados o heredados llegado el momento del nacimiento. Es decir, el concebido no tiene personalidad jurídica durante la gestación —esto es importante tenerlo en cuenta— pero, una vez producido el nacimiento, se entiende que tuvo personalidad jurídica desde la concepción para permitirle adquirir la herencia o la donación que le fueron atribuidas antes del nacimiento (arts. 627, 959 ss. C.c.). Pueden existir, no obstante, otros «efectos favorables» de carácter patrimonial distintos a la obtención de una herencia o donación. Por ejemplo, si se produjera un daño al nasciturus durante el período de gestación (v. gr., un sujeto da una paliza a la embarazada causando lesiones al feto) tras el nacimiento podría reconocérsele al nacido derecho a percibir una indemnización dirigida a reparar los daños que sufrió en un momento anterior. Conviene señalar, en cualquier caso, que el artículo 29 C.c. no puede utilizarse como argumento para impedir el aborto. Durante el embarazo —hay que insistir— el concebido no tiene personalidad jurídica, que se adquiere en el momento del nacimiento. Por eso la STC 53/1985 mantuvo que no puede afirmarse que al nasciturus le corresponde la titularidad del derecho a la vida (reconocido en el art. 15 de la Constitución) de forma que deba necesariamente prohibirse el aborto.

			Cuando nace una persona es necesario inscribir el nacimiento en el Registro Civil, ya que la inscripción en dicho Registro constituye la prueba de que el nacimiento tuvo lugar. La inscripción no es necesaria para adquirir personalidad jurídica, es solamente un medio de prueba que tiene especial utilidad en el tráfico. Así, el artículo 44.2 de la Ley del Registro Civil (Ley 20/2011, de 21 de julio) indica que «la inscripción hace fe del hecho, fecha, hora y lugar del nacimiento, identidad, sexo y, en su caso, filiación del inscrito».

			B) Fin de la personalidad


			Cuando una persona jurídica (asociación, fundación, sociedad, etc.) se extingue o se disuelve acaba, como es lógico, su personalidad jurídica. Cuando se trata de personas físicas, la extinción de la personalidad se produce como consecuencia de la muerte o la declaración de fallecimiento. El artículo 32 C.c. dice que «la personalidad civil se extingue por la muerte de las personas». La prueba oficial de la muerte es su inscripción en el Registro Civil (art. 62.1 LRC) y, de hecho, hasta que no se lleva a cabo la inscripción no puede procederse al enterramiento del difunto (art. 62.3 LRC).

			A la muerte se equipara la declaración de fallecimiento. La declaración de fallecimiento es una presunción de muerte establecida en una resolución judicial, que permite que se produzcan los mismos efectos jurídicos que en caso de muerte efectiva: se abre la sucesión hereditaria del declarado fallecido (art. 196 C.c.), se disuelve su matrimonio y su cónyuge puede volver a casarse (art. 85 C.c.), puede cobrarse por el beneficiario la indemnización prevista en el seguro de vida del declarado fallecido, etc. La declaración de fallecimiento, que es resultado de un procedimiento judicial, está prevista para supuestos en que un sujeto ha desaparecido durante largo tiempo sin que se tengan noticias del mismo (10 años como regla general, art. 193 C.c.) o ha desaparecido con ocasión de un acontecimiento que ha supuesto un riesgo real para su vida (v. gr., naufragio o accidente de aeronave, art. 194 C.c.). La declaración judicial de fallecimiento debe fijar la fecha en que se considera producida la muerte y ha de inscribirse en el Registro Civil (art. 78 LRC). Genera solamente una presunción de muerte, ya que cabe la posibilidad de que el declarado fallecido aparezca, en cuyo caso debe dejarse sin efecto la declaración de fallecimiento. En tal hipótesis el que había sido declarado fallecido tendrá derecho a recuperar los bienes que, en su caso, se hubiesen entregado a sus herederos (art. 197 C.c.). La disolución del matrimonio es, sin embargo, definitiva, sin que quepa considerar restaurado el vínculo matrimonial.

			
2. LA MINORÍA DE EDAD

			La minoría de edad (hasta los 18 años cumplidos, art. 240 C.c.) se caracteriza por ser una situación de dependencia y sumisión del menor a sus padres —o, en caso de falta de éstos, al tutor— quienes tienen, por su parte, la obligación de velar por ellos, alimentarlos, educarlos, etc. (arts. 154.3.1.º y 228 C.c.).

			Tanto los padres como, en su caso, el tutor, son los representantes legales del menor, lo que significa que les corresponde realizar actos jurídicos en sustitución de éste, y además deben administrar sus bienes (arts. 154.3.2.º, 162, 225 y 228.4 C.c.). No debe pensarse, sin embargo, que los menores de 18 años tienen totalmente vedada la posibilidad de realizar actos con eficacia jurídica. La Ley Orgánica de Protección Jurídica del Menor (LOPJM) considera necesario reconocer al menor una capacidad gradual acorde con su edad, y su artículo 2 dispone que «las limitaciones a la capacidad de obrar de los menores se interpretarán de forma restrictiva». Así pues, la limitada capacidad de obrar de los menores se manifiesta, sobre todo, en su imposibilidad para celebrar contratos válidos (art. 1.263 C.c.). Son sus representantes legales (padres o tutor) quienes deben otorgar esos contratos en su lugar. Por ejemplo, si un menor va a asistir a un colegio privado, el contrato con la entidad educativa deben celebrarlo sus padres. Lo mismo ocurrirá si el menor quiere vender una finca que le donó su abuelo. Pero esta restricción tampoco es absoluta ya que el artículo 1.263.1 C.c. les permite celebrar contratos «relativos a bienes y servicios de la vida corriente propios de su edad de conformidad con los usos sociales». Por ejemplo, nadie dudaría de que es válido el contrato celebrado por un menor que compra chucherías, material escolar o una entrada para el cine. Pero no se consideraría válido el contrato por el que un menor, actuando por sí solo, compra un piso, dado que se trata éste de un negocio de gran entidad e importancia económica. En esta hipótesis el contrato debería ser celebrado por sus padres o, en defecto de éstos, por el tutor (sobre ello, vid. Tema 3, epígrafe 3.1).

			Por otra parte, conviene tener en cuenta que la Ley permite expresamente a los menores realizar ciertos actos y contratos cuando cuentan con una cierta edad. Así, el menor, a partir de los 14 años, puede otorgar testamento notarial (art. 663.1 C.c.), aunque no puede otorgar testamento ológrafo, esto es, escrito de puño y letra por el testador (art. 688 C.c.).

			A partir de los 16 años puede celebrar contratos de trabajo (art. 7 ET) y administrar los bienes que haya adquirido a consecuencia de su trabajo (art. 164.2.3.º C.c.).

			Si el menor tiene suficiente entendimiento y madurez (lo que habitualmente se denomina capacidad natural) y con independencia de su edad concreta, puede aceptar donaciones (art. 625), adquirir la posesión material de bienes (art. 438 C.c.) y ejercitar sus derechos de la personalidad —por ejemplo, libertad religiosa, libertad de expresión, integridad física, honor…— (art. 162.1 C.c.). En concreto, le corresponde al menor que tiene suficiente madurez otorgar el consentimiento a las intromisiones en su derecho al honor, la intimidad o la imagen (art. 3 LO 1/1982 de protección civil al honor, la intimidad y la imagen).

			Ejemplo de ello es la STS de 19 de julio de 2000, que consideró válido el consentimiento otorgado por un menor con 16 años, que participó en un concurso de la televisión local de Málaga en el que se jugaba a las prendas, apareciendo por ello en pantalla desnudo. O la STS de 23 de marzo de 2003, que consideró, igualmente válido el consentimiento de un menor, de 14 años, que participó en el programa «Misterios sin resolver», desvelando ciertos datos de su intimidad.

			La Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, permite también a los menores, a partir de los 14 años, consentir el tratamiento de sus datos personales (por ej., al darse de alta en una red social —teóricamente antes de dicha edad el consentimiento deberían prestarlo sus representantes legales—).

			Igualmente, de acuerdo con el artículo 9.3 de la Ley 41/2002, sobre la autonomía del paciente, si el menor tiene capacidad natural suficiente, debe ser él quien otorgue el consentimiento al tratamiento médico (v. gr., extracción de una muela). En caso contrario, deberán prestarlo sus representantes legales después de escuchar su opinión. No obstante, la ley presume que, a partir de los 16 años, el menor tiene suficiente capacidad y dispone que debe ser él quien preste el consentimiento al tratamiento médico, salvo que se trate de una actuación de grave riesgo para su salud, en cuyo caso lo prestarán, nuevamente, sus representantes legales teniendo en cuenta su opinión (art. 9.4).

			
2.1. LA EMANCIPACIÓN


			En principio, hasta que no se alcanza la mayoría de edad, no se tiene capacidad de obrar plena. Existe, sin embargo, una situación intermedia, en la que el menor tiene una situación parecida a la de la mayoría de edad. Es la emancipación. El menor puede ser emancipado, a partir de los 16 años, por decisión de sus padres y con el consentimiento del propio menor (en cuyo caso deberá hacerse en escritura pública, art. 241 C.c.) o por concesión judicial, en los casos previstos en el artículo 244 C.c. También se le considera emancipado si vive de manera independiente con el consentimiento de los padres (art. 243 C.c.), entendiéndose que la «independencia» a que hace referencia este precepto no es la independencia física (v. gr., el menor está interno en un colegio), sino la independencia económica (trabaja —recordemos que puede hacerlo a partir de los 16 años— y se mantiene por sí mismo). 

			Cuando el menor está sujeto a tutela y no a patria potestad (por ejemplo, menor huérfano) puede obtener el denominado «beneficio de la mayor edad» que es equivalente a la emancipación (art. 245 C.c.).

			La emancipación habilita al emancipado para contraer matrimonio (art. 46.1) y, en general, para actuar como un mayor de edad, aunque con algunas excepciones previstas en el artículo 247 C.c. Según este precepto, para realizar ciertos contratos (obtener un préstamo, enajenar o gravar —v. gr., vender, hipotecar— bienes inmuebles, establecimientos mercantiles o industriales u objetos de extraordinario valor) necesita el consentimiento de sus padres o, a falta de éstos, el de su defensor judicial1.

			
3. MEDIDAS DE APOYO A LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD.

			Hasta la entrada en vigor de la Ley 8/2021, de 2 de junio, por la que se reforma la legislación civil y procesal para el apoyo a las personas con discapacidad en el ejercicio de su capacidad jurídica, las personas afectadas por deficiencias persistentes que les impedían actuar en el tráfico jurídico por sí solas podían ser incapacitadas. La incapacitación era consecuencia de un procedimiento judicial en el que el Juez debía determinar, atendiendo a las concretas aptitudes del afectado, si debía quedar sujeto a tutela o a curatela. El tutor es un sujeto que actúa como representante legal, es decir, realiza actos y negocios jurídicos en sustitución del representado. El curador es un sujeto que asiste al sometido a curatela a la hora de prestar consentimiento y realizar ciertos actos o negocios.

			La figura de la incapacitación ha desaparecido en la actualidad. Como antes se ha explicado, la Ley 8/2021 presupone que a las personas con discapacidad deben proporcionársele medidas de «apoyo» para que puedan ejercer adecuadamente sus derechos, pero no limitarse su capacidad de obrar. La medida de «apoyo» básica a establecer por el Juez es ahora la curatela. La tutela solo opera en relación con los menores no emancipados que no están sujetos a patria potestad (v. gr., porque sus padres han muerto) o se encuentran en situación de «desamparo» —arts. 199 ss. C.c.—. No obstante, se admite la posibilidad de que el curador de la persona con discapacidad, excepcionalmente, cuando sea necesario atendiendo a las condiciones de ésta, tenga funciones representativas (art. 249.3 C.c.), es decir, actúe como si fuera un tutor, aunque se le seguirá denominando «curador».

			Conviene advertir que la constitución de medidas de apoyo por el Juez sólo procede cuando la propia persona con discapacidad (adviértase que el término «discapacidad» es muy amplio y engloba no sólo la discapacidad física y psíquica, sino también las enfermedades mentales2) no ha regulado preventivamente su situación futura (por ej., una persona con alzheimer incipiente designa a quien debe ocuparse de gestionar sus intereses cuando la enfermedad avance) y no existe tampoco un «guardador de hecho», es decir, una persona que «de hecho» y de manera voluntaria se viene ocupando de prestar apoyo a la persona con discapacidad (por ej., un familiar). Así se desprende de los artículos 249.1, 255.5 y 269.1 C.c.

			El nuevo sistema da primacía a la voluntad de la persona con discapacidad, que en previsión de «circunstancias que puedan dificultarle el ejercicio de su capacidad jurídica» puede establecer en escritura pública, siempre que sea mayor de edad o esté emancipada, «medidas de apoyo relativas a su persona o sus bienes» (art. 255 C.c.). En concreto, la persona con discapacidad (se sobreentiende que cuando la discapacidad todavía no existe o es incipiente) puede otorgar, en escritura pública, lo que se denomina «poder o mandato preventivo», mediante el cual designa a una persona para que, cuando lo necesite, le preste apoyo, atribuyéndole las facultades que considere convenientes (por ej., gestionar sus cuentas corrientes, hacer pagos, vender, comprar, arrendar, etc.) y estableciendo, en su caso, mecanismos de control para evitar abusos (arts. 256-262 C.c.). Asimismo, cualquier persona mayor de edad o menor emancipada, en previsión de circunstancias que puedan dificultarle en el futuro «el ejercicio de su capacidad jurídica», puede proponer en escritura pública a la persona o personas que desea que ejerzan, en su caso, la función de curador (art. 271 C.c.). El Juez que en su momento establezca la curatela deberá respetar la designación hecha por el interesado a menos que se den circunstancias que, conforme al artículo 272.2 C.c., aconsejen prescindir de su voluntad (en este sentido, SSTS 19 de octubre y 2 de noviembre de 2021).

			En defecto de las medidas de apoyo «voluntarias» a las que acabamos de referirnos, y en defecto de guardador de hecho —al que la Ley califica como medida de apoyo «informal» (vid. art. 250 C.c.)—, el Juez, a instancia del propio interesado, de su cónyuge o pareja de hecho, sus familiares (descendientes, ascendientes, hermanos) o del Ministerio Fiscal, puede acordar las medidas de apoyo que correspondan3. Tales medidas deberán ser proporcionadas a las necesidades de la persona que las precise, intentando procurarle la máxima autonomía (art. 268 C.c.). Como regla general el Juez deberá designar a una persona para que actúe como curador —es decir, para que preste asistencia a la persona con discapacidad a la hora de realizar actos y negocios jurídicos— debiendo especificar cuáles son esos actos o negocios jurídicos. Solo en casos excepcionales, cuando sea necesario atendiendo a las circunstancias de la persona con discapacidad (v. gr., enfermo en coma), el Juez determinará los actos en los que el curador debe actuar con funciones de representación (art. 269 C.c.).

			En cualquier caso, los sujetos encargados de prestar apoyo deben procurar que la persona con discapacidad desarrolle su propio proceso de toma de decisiones, debiendo actuar de la manera más conforme con los deseos, preferencias y voluntad de ésta. También deberán fomentar sus aptitudes para que pueda actuar en el futuro con menos apoyos (arts. 249 y 282 C.c.). Cuando la medida de apoyo designada sea la curatela con funciones representativas el curador debe tomar las decisiones de que se trate tomando en consideración cómo habría actuado la persona sujeta a curatela en caso de haber podido decidir por sí misma (para ello deberá tener en cuenta su trayectoria vital, creencias y valores) (art. 249.3 C.c.).

			Lo normal es que la provisión judicial de apoyos tenga lugar en relación con personas con discapacidad mayores de edad, ya que los menores están sometidos a patria potestad o a tutela. No obstante, el artículo 254 C.c. permite que, si se prevé que un menor sujeto a patria potestad o a tutela va a precisar apoyos tras alcanzar la mayoría de edad (v. gr., porque padece una discapacidad psíquica desde su nacimiento) pueda solicitarse al Juez, por el propio menor, sus progenitores, su tutor o el Ministerio Fiscal, que acuerde los apoyos que correspondan para cuando alcance la mayoría de edad.

			La adopción de medidas de apoyo no es definitiva ya que la situación de la persona respecto de la que se han establecido puede variar. De hecho, el artículo 268.2 C.c. obliga a que las medidas de apoyo que hayan sido adoptadas judicialmente sean revisadas periódicamente en un plazo máximo de tres años (excepcionalmente el Juez que las haya acordado puede prever un plazo de revisión mayor, no superior a los seis años). También podrán ser revisadas ante cualquier cambio de la persona afectada que lo exija4.

			La resolución judicial que establezca las medidas de apoyo, así como, en su caso, los poderes preventivos que haya otorgado la propia persona con discapacidad deben inscribirse en el Registro Civil (art. 300 C.c.).

			
4. LAS PERSONAS JURÍDICAS

			
4.1. CONCEPTO Y TIPOS DE PERSONAS JURÍDICAS


			La ley reconoce personalidad jurídica no sólo al ser humano, sino también a determinados entes, compuestos, bien por un grupo de personas que se unen para conseguir una finalidad común, bien por un patrimonio que se adscribe a la consecución de un fin. En el primer caso la concesión de personalidad jurídica permite unificar las relaciones jurídicas de un grupo de personas de forma que la agrupación en su conjunto (por ejemplo, la asociación cultural X) pueda actuar en el tráfico jurídico como si se tratara de un individuo. De este modo, la entidad así creada puede ser titular de derechos y obligaciones y tener un patrimonio propio, independiente del patrimonio de cada uno de sus miembros, celebrar contratos, ser demandada judicialmente, etc. Algo similar ocurre en el segundo caso, el supuesto del patrimonio afecto a un fin (por ejemplo, la Fundación Y). La personalidad jurídica es el mecanismo del que se vale el ordenamiento jurídico para permitir que un conjunto de bienes sean destinados al cumplimiento de un fin y que la organización creada a partir de ahí pueda intervenir sin dificultad en el tráfico jurídico, siendo titular de derechos, obligaciones, etc.

			En cualquier caso, toda persona jurídica debe actuar a través de sus órganos, que son las personas físicas, pertenecientes a la entidad, que toman decisiones y las ejecutan, y lo hacen de modo que las consecuencias jurídicas de su actuación se imputan a la persona jurídica como tal (por ejemplo, el Presidente de una asociación de vecinos alquila el local que va a ser sede de la asociación; el Administrador único de una promotora inmobiliaria adquiere un solar para construir un edificio). Por eso puede decirse que los órganos de la persona jurídica personifican a la entidad.

			En relación con los tipos de personas jurídicas suele distinguirse, de acuerdo con lo indicado con anterioridad, entre personas jurídicas de base asociativa o sustrato personal, y personas jurídicas de sustrato patrimonial. Dentro del primer tipo se encuentran las asociaciones y las corporaciones, que están compuestas ambas por un grupo de personas. Son personas jurídicas de base patrimonial las fundaciones, que son organizaciones creadas por una persona (el fundador) que destina un patrimonio a la consecución de un fin de interés general.

			Por lo que respecta a las asociaciones y las corporaciones, la diferencia entre unas y otras reside en que las asociaciones se crean por la voluntad de los particulares, que se ponen de acuerdo para agruparse con objeto de conseguir cierta finalidad (v. gr., la defensa de una especie animal), mientras que las corporaciones son creadas por la ley (cfr. art. 37 C.c.) y están dirigidas a ejercer funciones públicas (v. gr., la corporación municipal o ayuntamiento) o fines que el Estado considera de relevancia social (v. gr., un colegio profesional).

			También suele distinguirse entre personas jurídicas que persiguen fines de interés general y personas jurídicas que persiguen fines de interés particular (art. 35 C.c.) pero a ello nos referiremos al analizar la figura de la asociación y la fundación.

			
4.2. EL CONCEPTO DE ASOCIACIÓN EN SENTIDO AMPLIO. ASOCIACIÓN Y SOCIEDAD


			En sentido amplio el concepto de asociación hace referencia a cualquier grupo de personas que se une para obtener un fin común a todas ellas. Sin embargo, dentro de ese concepto amplio de asociación es preciso distinguir entre aquellas agrupaciones que persiguen un fin de lucro, que son las que habitualmente conocemos como sociedades (v. gr., sociedad anónima), y la asociación en sentido estricto, que carece de fin lucrativo, y que se estudiará en el siguiente epígrafe.

			Tradicionalmente se ha identificado la noción de «fin de lucro» con la intención de obtener ganancias para repartirlas entre los miembros de una agrupación (así se desprende del art. 1.665 C.c., que, al definir el contrato de sociedad civil, alude al «ánimo de partir entre sí las ganancias»). De hecho, esto es la finalidad perseguida normalmente por los sujetos que crean una sociedad. Por ejemplo, quien participa como accionista en una sociedad anónima espera beneficiarse económicamente mediante el reparto de dividendos. Sin embargo, debe tenerse en cuenta que existen también agrupaciones de personas que no persiguen un fin de lucro en el sentido expuesto —como intención de repartir una ganancia— pero que tienen como finalidad la obtención de ventajas económicas para sus asociados. Así ocurre, por ejemplo, en el caso de las cooperativas. Los cooperativistas no siempre reciben un porcentaje o participación de las ganancias obtenidas por la cooperativa, pero extraen ventajas económicas derivadas de un ahorro de gastos (v. gr., la obtención de un piso a un precio inferior al de mercado en una cooperativa de viviendas) o la consecución de una mayor remuneración o mejores condiciones laborales (v. gr., en una cooperativa de trabajo asociado). Esto quiere decir que la noción tradicional de «fin de lucro» es probablemente demasiado estrecha, ya que lleva a dejar fuera del concepto de sociedad entidades como las cooperativas, o las mutuas de seguros, que hoy día se consideran, sin embargo, modalidades societarias.

			En cualquier caso, lo que interesa señalar aquí es que el concepto de asociación, en sentido propio o estricto, hace referencia, exclusivamente, a las agrupaciones de personas que persiguen un fin «ideal» o «extrapatrimonial». Es decir, sólo son asociaciones en el sentido de la Ley Orgánica 1/2002 reguladora del derecho de asociación (LODA) las agrupaciones de personas cuyos miembros persiguen un fin, no lucrativo, que implica la satisfacción de intereses de naturaleza extrapatrimonial (religiosos, culturales, deportivos, altruistas o de beneficencia, etc.). Quedan fuera del concepto estricto de asociación aquellas agrupaciones cuyos miembros pretenden obtener algún tipo de ventaja económica, aunque ésta no consista, propiamente, en el reparto de ganancias (art. 1.2 LODA).

			Por lo que se refiere a la figura de la sociedad, cuyo fin es, típicamente, la obtención de una ganancia partible entre sus socios, hay que distinguir entre la sociedad civil y la sociedad mercantil, que a su vez admite diversas modalidades:

			A) La sociedad civil está regulada en los artículos 1.665 ss. C.c. Supone que varias personas ponen en común dinero, bienes o «industria» (esto es, su trabajo, material o intelectual) para desarrollar una actividad con la que obtener ganancias que van a ser objeto de reparto. Dicha actividad debe ser de naturaleza civil (así suelen considerarse la actividad agrícola, ganadera, pesquera, artesanal o profesional5) y no mercantil. La sociedad civil es una sociedad de carácter personalista, lo que trae como consecuencia que la condición de socio es intransmisible y todos los socios pueden en principio participar en la gestión de la sociedad (art. 1.695 C.c.). Las sociedades civiles tienen personalidad jurídica desde la celebración del contrato de sociedad y sin necesidad de inscripción en ningún tipo de Registro, siempre que las partes la configuren como una «sociedad externa» (PAZ-ARES). Es decir, siempre que las partes manifiesten su voluntad de crear una entidad independiente de la persona de los socios. En cambio, si los socios no pretenden crear una entidad que actúe en el tráfico jurídico de manera independiente, sino sólo un vínculo que regule sus relaciones económicas (por ejemplo, pacto para la compra mensual de cupones de lotería y posterior reparto de las eventuales ganancias), estaremos ante una sociedad interna, carente de personalidad jurídica (sobre ello vid. Tema 11, epígrafe 1).

			En cualquier caso, es característica de la sociedad civil (tenga o no personalidad jurídica) que sus socios responden personalmente de las deudas de la sociedad (art. 1.698.1 C.c.). Por ejemplo, si la sociedad Consulting —cuyo objeto es la realización de actividades de consultoría y tiene como socios a Juan, Antonio y Alberto— debe al Sr. Z la cantidad de 100.000 euros, este último podrá reclamar el pago de tal cantidad, no sólo a la propia sociedad (en el supuesto en que tenga personalidad jurídica), sino también, subsidiariamente, a los socios individualmente considerados.

			B) Las sociedades mercantiles, reguladas en el Código de comercio y en algunas leyes especiales (v. gr., Texto Refundido Ley de Sociedades de Capital —TRLSC—) pueden ser de carácter personalista, o de carácter capitalista o corporativo. En las sociedades personalistas son importantes las cualidades personales de los miembros, lo que determina que no pueda transmitirse la condición de socio. En las sociedades capitalistas lo importante no son las cualidades personales de los socios sino su aportación económica a la sociedad, de ahí que se caractericen por la movilidad de la condición de socio. Son sociedades de capital la sociedad anónima, la sociedad de responsabilidad limitada y la sociedad comanditaria por acciones. En estas sociedades los socios gozan de responsabilidad limitada. Es decir, no van a responder de las deudas sociales. Si, por ejemplo, una sociedad anónima deviene insolvente y no puede pagar a sus acreedores, éstos no podrán dirigirse contra los socios para cobrar lo debido. En cuanto a las sociedades de carácter personalista, como son la sociedad colectiva y la sociedad comanditaria simple, en ellas, a diferencia de lo que sucede en las sociedades capitalistas y al igual que en la sociedad civil, los socios responden personalmente de las deudas sociales, de manera ilimitada en la sociedad colectiva (art. 127 C.com.), y también en la sociedad comanditaria cuando se trata de los denominados «socios colectivos» (los «socios comanditarios» responden sólo hasta el límite de su aportación —art. 148 C.com.—).

			Las sociedades mercantiles deben constituirse en escritura pública e inscribirse en el Registro Mercantil para obtener personalidad jurídica (arts. 116, 119 C.com.; arts. 20 y 33 TRLSC), aunque se discute cuál es la consecuencia de la falta de inscripción (en cuyo caso se habla de «sociedades irregulares»).

			
4.3. LA ASOCIACIÓN: CONCEPTO, CONSTITUCIÓN, FUNCIONAMIENTO


			La asociación está actualmente regulada en la Ley Orgánica 1/2002 reguladora del derecho de asociación (LODA), si bien existen también leyes autonómicas (así en el País Vasco, Cataluña —Código civil catalán—, Canarias o Andalucía), que se aplican a las asociaciones que desarrollan sus funciones en el ámbito de las respectivas Comunidades Autónomas, y que tienen un contenido similar al de la ley estatal.

			La asociación puede definirse como una agrupación de personas (la LODA exige, en su artículo 5, un mínimo de tres personas para crear una asociación) que persigue un fin común, no lucrativo y de carácter extrapatrimonial. Este fin puede ser, no obstante, «de interés particular» o «de interés general» (art. 5), lo que significa que el fin perseguido puede satisfacer un interés puramente sectorial o particular (v. gr., asociación de amigos de los coleópteros) o, por el contrario satisfacer intereses colectivos o de trascendencia social (v. gr., asociación para la defensa de mujeres maltratadas).

			En el Código civil parece equipararse el «interés particular» con el «fin de lucro» (ánimo de repartir las ganancias obtenidas) porque el artículo 35 identifica las «asociaciones de interés particular» con las sociedades civiles o mercantiles. Esta forma de concebir el fin de interés particular está hoy día desfasada y actualmente no se duda que puede existir un fin no lucrativo (así ha de ser el perseguido por las asociaciones reguladas en la LODA) que sin embargo sea de interés particular y no de interés general.

			El hecho de que el fin de la asociación deba ser de carácter no lucrativo no le impide desarrollar actividades económicas. Debe tenerse en cuenta que las asociaciones suelen constituirse sin patrimonio previo y se nutren habitualmente de las cuotas de los socios, por lo que necesitan ingresos para poder llevar a cabo los fines perseguidos. La LODA les permite, por tanto, realizar actividades económicas, pero siempre y cuando los beneficios obtenidos se destinen exclusivamente al cumplimiento de los fines asociativos y, por supuesto, no se repartan entre los asociados o sus familiares (art. 13.2). Es decir, las actividades económicas realizadas por una asociación han de ser de carácter ocasional o instrumental, como medio para obtener ingresos que permitan la consecución de sus fines. Si una agrupación de personas quiere desarrollar una actividad económica de manera organizada y permanente (v. gr., crear una academia de idiomas) debe acudir a otras formas de organización (v. gr., sociedad, cooperativa).

			La asociación se constituye mediante el acuerdo de un mínimo de tres personas, que debe plasmarse en un documento, público o privado, denominado «acta fundacional», que debe contener los estatutos de la asociación (arts. 5 y 6). Los estatutos son las reglas de funcionamiento de la asociación, en las que ha de indicarse, además de la denominación de ésta, sus fines y su domicilio, la composición de los órganos de gobierno y representación y otra serie de circunstancias enunciadas en el artículo 7 LODA, tales como los requisitos de admisión de los socios, o sus derechos y obligaciones. De especial importancia son los órganos de la asociación, cuya existencia es indispensable para que tal entidad pueda actuar en el tráfico. En toda asociación ha de haber, al menos, dos órganos: la Asamblea General, que es el órgano supremo, está compuesta por todos los asociados y adopta decisiones por acuerdo de la mayoría, y un «órgano de representación» (art. 11), encargado de la gestión diaria de la asociación y la ejecución de los acuerdos de la Asamblea, que habitualmente está compuesta por varios asociados y se denomina «Junta Directiva». Lo normal es que la Junta Directiva esté formada por un Presidente, que es quien asume la representación de la asociación (por ejemplo, si la asociación quiere celebrar un contrato de compraventa debería ser firmado por el Presidente), un secretario y varios vocales. Pero en realidad podría prescindirse de la Junta Directiva, articulando un órgano de representación de la asociación de carácter unipersonal —el Presidente— (el art. 11.4 LODA no exige que el «órgano de representación» sea colegiado).

			De acuerdo con lo enunciado, puede decirse que la figura de la asociación se caracteriza por la existencia de los siguientes elementos: a) pluralidad de miembros (un mínimo de tres personas físicas o jurídicas); b) fin común no lucrativo y de carácter extrapatrimonial, que lógicamente ha de ser lícito (art. 2.1 LODA), y c) existencia de una organización que permita su funcionamiento y que ha de ser fijada en los estatutos.

			La asociación adquiere personalidad jurídica en el mismo momento de su constitución, mediante la celebración del acuerdo de constitución y la elaboración de los estatutos (art. 5.2 LODA). Ya a partir de ese momento existe una persona jurídica independiente de los asociados, que puede tener su propio patrimonio, diferente del de sus miembros, celebrar contratos y asumir derechos y obligaciones. La inscripción en el Registro de Asociaciones no es requisito necesario para que la asociación alcance personalidad. No obstante tiene una importante consecuencia. Si la asociación está inscrita los asociados no responden de las deudas de la asociación (art. 15.2 LODA). En cambio si la asociación no ha sido inscrita, sus miembros responderán solidariamente de las deudas de la asociación, aunque se entiende que su responsabilidad será subsidiaria. Es decir, si, por ejemplo, la asociación debe al Banco X el importe de un préstamo, dicha entidad deberá dirigirse en primer lugar contra el patrimonio de la asociación y, si no puede cobrar su crédito, podrá dirigirse contra los asociados (art. 10.4 LODA).

			Se entiende también, aunque la cuestión es controvertida, que los promotores de la asociación no inscrita, que son quienes deberían llevar a cabo su inscripción en el Registro de Asociaciones (art. 10.3) tienen una responsabilidad agravada, consistente en que no responden subsidiariamente respecto de la asociación, sino en el mismo plano que ésta. Es decir, en el ejemplo anterior el Banco X podría dirigirse indistintamente contra la asociación o contra aquellos de sus asociados que la promovieron.

			Resulta conveniente, por tanto, inscribir la asociación constituida en el Registro competente. Al respecto debe tenerse en cuenta que existen Registros de asociaciones en todas las Comunidades Autónomas (art. 26 LODA) y además existe un Registro Nacional de Asociaciones. Si se crea una asociación que pretende desarrollar sus actividades en todo el territorio español o en más de una Comunidad Autónoma debe efectuarse la inscripción en el Registro Nacional (también deben inscribirse en él las asociaciones extranjeras que quieran actuar de forma estable en España). Si la asociación pretende desarrollar sus funciones principalmente en el ámbito de una Comunidad Autónoma debe inscribirse en el Registro autonómico correspondiente (art. 25 LODA).

			Las asociaciones se disuelven por las causas previstas en los estatutos, o por acuerdo de los asociados (adoptado por mayoría absoluta en la Asamblea General, art. 12 LODA). También pueden disolverse por las causas establecidas en el artículo 39 C.c. y por sentencia judicial —por ejemplo, si la asociación desarrolla actividades ilícitas o ilegales— (art. 17 LODA). Una vez disuelta la asociación hay que proceder a liquidar el patrimonio asociativo (art. 8 LODA) y dar al remanente el destino previsto en los estatutos que no puede ser, en ningún caso, el reparto entre los asociados [art. 7.1.h) LODA].

			
4.4. LA FUNDACIÓN: CONCEPTO, CONSTITUCIÓN, FUNCIONAMIENTO


			La fundación está regulada en la Ley 40/2002 de fundaciones (en adelante, LF) aunque existen también leyes autonómicas (v. gr., País Vasco, Madrid, Castilla y León…) que se aplican a las fundaciones que desarrollan principalmente sus funciones en la respectiva Comunidad Autónoma y cuyo contenido es, en lo esencial, similar a la ley estatal.

			La fundación puede definirse como una persona jurídica que se crea a partir de un patrimonio destinado de manera permanente a la realización de un fin de interés general (arts. 3.1 LF y 34 CE). En otras palabras, la fundación nace porque una persona o personas (el fundador o fundadores) deciden utilizar ciertos fondos (la dotación) para crear una organización destinada a la consecución de ciertos fines de interés general.

			Las fundaciones son organizaciones sin fin de lucro (art. 2.1 LF) pero además —a diferencia de lo que sucede con las asociaciones cuyos fines pueden ser de interés general o particular— sus fines han de ser de interés general, lo que implica que han de ser relevantes socialmente, conllevar un beneficio para la comunidad (v. gr., fundación para la atención a personas con discapacidad). Es preciso, asimismo, que la finalidad fundacional beneficie a colectividades genéricas de personas (v. gr., enfermos de cáncer; trabajadores de la empresa X —art. 3.2 LF—), estando prohibidas las fundaciones familiares y, en general las que destinen prestaciones a beneficiarios determinados individualmente (v. gr., familiares o amigos del fundador). La única excepción a esta regla la constituyen las fundaciones cuya finalidad es la conservación y restauración de bienes del patrimonio histórico artístico español ya que, aunque pueden beneficiar a concretas personas (v. gr., el propietario del palacio que forma parte del patrimonio histórico) también benefician a la colectividad (art. 3.3 y 4 LF) (CAFFARENA LAPORTA).

			Un elemento esencial para que pueda existir una fundación es la dotación, que es el patrimonio inicial con base al cual se crea esta persona jurídica. Esa dotación puede estar compuesta por bienes y derechos de cualquier clase (dinero, edificios, valores mobiliarios…) pero ha de ser suficiente para el cumplimiento de los fines perseguidos por la fundación que se pretende constituir. El artículo 12 LF presume que la dotación será suficiente si alcanza los 30.000 euros. Si es de inferior valor hay que justificar la suficiencia. Por otra parte, la ley permite que, si la aportación es dineraria, se efectúe de forma sucesiva: se hace un desembolso inicial del 25 por 100 y el resto se hace efectivo en un plazo no superior a 5 años (art. 12.2 LF).

			Pueden crear fundaciones tanto las personas físicas como las personas jurídicas —v. gr., una sociedad anónima (por ejemplo, una entidad bancaria) puede crear una fundación— (art. 8 LF). Para ello deben manifestar su voluntad de destinar un conjunto de bienes (la dotación) a un fin de carácter general, bien en escritura pública, bien en testamento (art. 9 LF). La escritura pública de constitución de la fundación debe contener los estatutos de ésta (art. 10 LF), que, como ya se ha dicho, son el conjunto de reglas que regulan su funcionamiento, e identificar las personas que van a formar parte del órgano de gobierno de la fundación (patronato). Cuando la fundación se constituye testamentariamente, estos últimos extremos pueden especificarse con posterioridad en escritura pública por el albacea testamentario o los herederos del fundador (art. 9.4 LF).

			De acuerdo con lo dicho, pueden considerarse elementos esenciales de la fundación: a) la dotación; b) el fin, no lucrativo, y de interés general, y c) la existencia de una organización, organización que debe plasmarse en los estatutos.

			A diferencia de lo que sucede en el caso de la asociación, para que la fundación alcance personalidad jurídica es necesario que se inscriba en el Registro de Fundaciones correspondiente. Las fundaciones no inscritas no tienen personalidad jurídica. Las fundaciones de competencia estatal, es decir, las que van a desarrollar su actividad en todo el territorio español o en el territorio de más de una Comunidad Autónoma deben inscribirse en el Registro estatal (art. 36 LF). Las de ámbito autonómico en los Registros de Fundaciones de la Comunidad Autónoma de que se trate.

			En cuanto a los órganos de la fundación, el órgano de gobierno y representación de esta entidad se denomina Patronato. El Patronato debe estar compuesto por un mínimo de tres miembros (que pueden ser personas físicas o jurídicas) que han de elegir entre ellos un Presidente (art. 15.1 y 2 LF). El cargo de patrono es gratuito, es decir, no se percibe por ello ninguna remuneración, aunque pueden serles reembolsados los gastos que realicen en el ejercicio del cargo (art. 15.4 LF). El Patronato debe cumplir los fines de la fundación y administrar diligentemente el patrimonio fundacional (art. 14.2 LF). En relación con ello debe tenerse en cuenta que el Patronato no tiene que limitarse a gastar el patrimonio de la fundación en la realización de los fines previstos por el fundador. Lo normal es que la fundación realice actividades económicas que le permitan obtener ingresos, incrementar el patrimonio fundacional y, de este modo, obtener un mayor grado de cumplimiento de los fines perseguidos. De hecho, la ley permite que las fundaciones realicen actividades económicas, si bien se establece que deben destinar al menos el 70 por 100 de sus ingresos a la realización de los fines fundacionales. El resto puede destinarse a incrementar el patrimonio de la fundación (la dotación o las reservas) (arts. 24 y 27 LF). La gestión de las fundaciones es supervisada por un órgano administrativo que se denomina Protectorado, y que depende, bien de la Administración General del Estado (cuando se trata de fundaciones de competencia estatal), bien de las Administraciones autonómicas (cuando se trata de fundaciones de ámbito autonómico). Así, por ejemplo, si los patronos de la fundación pretenden vender bienes pertenecientes a la dotación, deben obtener la previa autorización del Protectorado (art. 21.1).

			Las fundaciones se extinguen por las causas establecidas en el artículo 31 LF (expiración del plazo, realización íntegra del fin fundacional, imposibilidad de realizarlo, etc.). La extinción debe ir seguida de un procedimiento de liquidación, realizado por el Patronato bajo el control del Protectorado, debiendo destinarse los bienes sobrantes a entidades no lucrativas de interés general (art. 33.2 LF).

			
5. LA REPRESENTACIÓN

			
5.1. CONCEPTO Y TIPOS DE REPRESENTACIÓN


			Existe representación cuando una persona, actuando en interés de otra, gestiona un asunto de esta última. El asunto gestionado ha de tener carácter jurídico, no meramente material, y ha de obligar al representante a relacionarse con una tercera persona, pues debe tenerse en cuenta que en todo fenómeno representativo existen tres protagonistas: representante, representado y tercero, con quien el representante se relaciona. Por ejemplo si encargo a un sujeto que repare el tejado de mi casa, éste, en cierto modo, estará actuando en mi interés y gestionando un asunto mío, pero no habrá representación, sino un contrato de prestación de servicios. En cambio si le encargo a otra persona que acuda al establecimiento de un comerciante y le pague de mi parte una deuda que contraje con él, quien asume ese encargo será mi representante.

			Quien actúa en representación de otra persona debe hacerlo siempre en interés de ésta, esto es, en interés del representado —también llamado dominus o principal—, pero puede actuar en nombre propio, es decir, sin comunicar al tercero que está realizando una gestión ajena, o en nombre del representado, en cuyo caso se pone en conocimiento del tercero que el asunto gestionado pertenece al dominus o representado. En el primer caso se habla de representación indirecta. Sería el supuesto, por ejemplo, en que entrego dinero a mi empleado para que compre determinadas herramientas que necesito, y éste acude a un comercio y se limita adquirir la mercancía sin mencionar que las adquiere para mí. En cambio cuando el representante actúa en nombre del representado se dice que la representación es directa. Así ocurriría si encargo al administrador de mi finca que celebre en mi nombre un contrato de arrendamiento sobre la misma.

			Por otra parte, la posibilidad de gestionar asuntos ajenos puede derivar de la voluntad del representado, que autoriza a otro individuo a gestionar sus asuntos, o de la Ley. En el primer caso estamos ante un supuesto de representación voluntaria. En el segundo caso se habla de representación legal.

			La representación legal es un medio de suplir la limitada capacidad de una persona. Como hemos visto, tanto los padres como el tutor son representantes legales del menor6. En estos casos es la propia Ley quien autoriza a los padres o el tutor para actuar en nombre e interés del menor y gestionar sus asuntos. La representación legal es siempre un supuesto de representación directa, y los efectos de la actuación del representante se producen directamente en la esfera jurídica del representado. Así, si los padres de un menor, en representación de éste, celebran un contrato de compraventa dirigido a comprar una vivienda para su hijo, este último, concluidos los trámites legales, adquirirá directamente la propiedad de la misma.

			En la representación legal el representante es el único posible autor del negocio, ya que se presupone que el representado no puede actuar válidamente por sí mismo. Esto constituye una diferencia respecto de la representación voluntaria. La representación voluntaria es una forma de colaboración entre representante y representado que permite a éste (al dominus) ampliar sus posibilidades de actuación por medio del representante (supongamos que un sujeto que vive en Sevilla quiere celebrar un contrato de compraventa en Madrid sin desplazarse a esta ciudad) pero no le impide realizar actos o negocios por sí mismo.

			La representación voluntaria puede ser directa o indirecta, según que el representante actúe, como se ha indicado, en nombre del representado o en su propio nombre. Cuando la representación es directa —el representante actúa en nombre del representado— los efectos jurídicos de la actuación del representante se producen directamente en la esfera jurídica del representado. Por ejemplo, si Ana, que vive en Sevilla, encarga a su hermano Bernardo, que vive en Madrid, que alquile en su nombre —y, por tanto, celebrando el contrato en su lugar— un piso que tiene en esa ciudad, será Ana la arrendadora del piso y la destinataria de la renta abonada en concepto de alquiler.

			En cambio cuando la representación es indirecta —y según la postura tradicional— la actuación del representante no desencadena efectos directos en la esfera jurídica del representado. Es el representante quien queda vinculado con el sujeto con quien ha contratado (art. 1.717 C.c.). Supongamos, por ejemplo, que Juan quiere vender un reloj de gran valor perteneciente a su familia sin que nadie lo sepa. Para ello encarga a Miguel que venda ese reloj a un anticuario, sin poner en conocimiento de éste que el reloj pertenece a Juan. Aunque Miguel deberá entregar el precio obtenido con la venta del reloj a Juan, el contrato de compraventa celebrado vinculará sólo a Miguel y al anticuario. Esta modalidad de la representación es poco práctica. Piénsese que, si el dominus encarga al representante que adquiera para él la propiedad de una cosa (por ejemplo, le da dinero para que compre ciertas herramientas) quien se hace dueño de ella, con los riesgos que ello conlleva, y aunque el dinero lo haya aportado el dominus, es el representante, que tendría luego que transmitir la propiedad del bien a su representado. Además, según el citado artículo 1.717, el dominus no podría reclamar contra la persona con quien el representante ha contratado, ni ésta contra aquél. Así, en el ejemplo del reloj vendido al anticuario, si éste resultara ser defectuoso, el comprador sólo podría reclamar contra Miguel, que fue con quien contrató, pero no podría reclamar contra Juan (el propietario del reloj, que encargó su venta a Miguel). Y al mismo tiempo, si el anticuario, por ejemplo, se comprometió a abonar una parte del precio del reloj a plazos y luego no lo hizo, Juan no podría dirigirse directamente contra él reclamándole el resto del precio pendiente. Sería Miguel, que fue quien actuó como vendedor, quien debería ejercitar la correspondiente reclamación.

			
5.2. LA REPRESENTACIÓN VOLUNTARIA: EL APODERAMIENTO. LA ACTUACIÓN DEL REPRESENTANTE SIN PODER


			La representación voluntaria supone que una persona autoriza a otra para que gestione sus intereses. Hemos dicho que esa representación es directa cuando el representante, además de actuar en interés del representado, actúa en nombre de éste. En tal hipótesis los efectos jurídicos de la actuación del representante se producen directa e inmediatamente en la esfera jurídica de este último. Pero para que se produzca esta consecuencia no basta con que el representante actúe en nombre ajeno, es necesario otro requisito: que exista un poder de representación. Suele decirse por ello que la representación directa (cuando se trata de representación voluntaria) exige dos elementos:

			a) la denominada contemplatio domini, que consiste en la revelación, por parte del representante, de que actúa en calidad de tal —por tanto, en nombre del representado— y con el fin de que los efectos de su actuación recaigan en otra persona y

			b) la existencia de un poder de representación. El poder de representación es la autorización que concede el dominus o principal al representante para que actúe en su nombre y pueda influir sobre su patrimonio o afectar su esfera jurídica. En realidad sólo cuando el representante cuenta con un poder de representación está legitimado para actuar frente a terceros en nombre del representado.

			A) El apoderamiento


			El negocio dirigido a la concesión del poder de representación se denomina apoderamiento. El sujeto que concede el poder —representado, dominus o principal— es llamado también poderdante. Y la persona que recibe ese poder —el representante—, poder en cuya virtud queda legitimado para actuar en nombre del representado, es denominado apoderado. El apoderamiento es un negocio jurídico unilateral, lo que significa que es eficaz por la mera voluntad del poderdante (no se trata de un contrato, en el que hay oferta y aceptación), si bien, como es lógico, para que pueda surtir efectos debe ponerse en conocimiento del apoderado (por eso se dice que es un negocio recepticio).

			Para otorgar el poder el poderdante debe tener la capacidad de obrar que sea necesaria para celebrar el negocio de que se trate. Por ejemplo, si un menor de edad no tiene capacidad para vender por sí mismo un bien inmueble de su propiedad, tampoco puede otorgar un poder de representación que autorice a otra persona a vender dicho bien.

			El negocio de concesión del poder como regla no está sujeto a una específica forma. Podría hacerse verbalmente o en documento privado. También se admite la posibilidad de que exista un apoderamiento tácito. Así ocurre cuando el comportamiento de las partes crea una situación que suscita en los terceros la confianza de que existe un poder de representación.

			Hay algunos casos, sin embargo, en que se exige que conste en escritura pública. Según el artículo 1.280.5 C.c. son los siguientes: el poder para contraer matrimonio, el poder general para pleitos y los especiales que deban presentarse en un juicio, el poder para administrar bienes (cuando se trata de un poder general para administrar toda clase de bienes del poderdante) y el poder que tenga por objeto un acto que deba redactarse en escritura pública o perjudicar a tercero. En estos casos el representante sólo podrá acreditar su condición de tal exhibiendo el documento público en el que consta el poder (DÍEZ-PICAZO).

			El poder de representación habilita o legitima al apoderado para actuar en nombre y representación del poderdante, pero no le obliga a ello. Si A otorga un poder a B para que venda su finca en su nombre, B está habilitado para celebrar tal negocio jurídico en lugar de A, pero no tiene la obligación de realizarlo. Por lo general esa obligación deriva de un negocio subyacente, para cuya adecuada ejecución se concede el poder de representación. Es decir, habitualmente entre representante y representado existe una relación jurídica previa —por ejemplo, una relación laboral, un contrato de prestación de servicios— en cuya virtud el representado está obligado a efectuar alguna gestión para el representante. Y como consecuencia de ella se otorga el poder de representación. En la práctica es bastante frecuente que el apoderamiento tenga su causa en la existencia de un contrato de mandato previo. El mandato, que está definido en el artículo 1.709 C.c., es un contrato por el cual una persona se obliga a hacer alguna cosa (una gestión de carácter jurídico, se sobreentiende) por cuenta o encargo de otra (vid. Tema 10, epígrafe 6). Por ejemplo, si acudo a una agencia inmobiliaria y le encargo que busque un comprador o un posible arrendatario ya que deseo vender o alquilar mi piso, estoy celebrando un contrato de mandato. Pero si además autorizo al agente inmobiliario para que celebre el contrato en mi nombre —porque, por ejemplo, voy a estar en el extranjero una temporada— le estaré otorgando un poder de representación. En definitiva, el contrato de mandato puede ir acompañado de un poder de representación (mandato representativo) o no ir acompañado de él (mandato sin representación). Y al mismo tiempo, la relación representativa derivada del apoderamiento puede tener su base en la existencia de un mandato previo o en otro tipo de contrato (prestación de servicios, contrato de trabajo…). No obstante, como habitualmente la representación va ligada al mandato, se consideran aplicables analógicamente a aquélla algunas reglas previstas en el Código civil para el mandato.

			B) Límites del poder


			En cualquier caso es importante señalar que el apoderamiento habilita al representante para actuar sólo dentro de los límites establecidos en el propio poder de representación. Hay que tener en cuenta que el poder puede ser de mayor o menor amplitud. El dominus puede autorizar al apoderado a gestionar todos sus negocios (poder general, art. 1.712 C.c., por analogía) o puede facultarle para que gestione sólo algún asunto determinado —por ejemplo, sus inversiones en bolsa— (poder especial). Pero además en relación con sus asuntos, puede facultarle para realizar ciertos actos y no otros. De hecho, para que el apoderado pueda realizar actos de disposición sobre los bienes del poderdante (enajenar, hipotecar) es preciso que se le otorgue expresamente la facultad de que se trate (donar, vender…). Hace falta lo que suele calificarse como un poder expreso (art. 1.713.2 C.c.). Así pues, es posible que el dominus haya autorizado al apoderado para administrar sus fincas, pero no para venderlas, puede haberle facultado para vender una finca concreta, o para hipotecarla, pero no para donarla, etc. De ahí que el representante, en el ejercicio del poder de representación, esté obligado a respetar los límites del poder que le ha sido conferido. Si el representante traspasa los límites del poder, esto es, se excede en las facultades que le han sido atribuidas (por ejemplo, vende una finca cuando sólo se le autorizó para hipotecarla) el negocio que haya realizado no vincula al dominus, es ineficaz frente a él (en el ejemplo anterior, el dominus no estaría obligado a cumplir el contrato de compraventa realizado por el representante). La consecuencia es la misma que en el supuesto del representante que actúa sin poder de representación, al que ahora nos referimos.

			Según la jurisprudencia, no basta con que se autorice genéricamente a un sujeto para realizar actos de disposición. Debe indicarse además cuáles son los bienes sobre los cuales puede ejercitarse esas facultades. En este sentido, la STS de 6 de noviembre de 2013 considera ineficaz la donación realizada por el apoderado a favor de su pareja de hecho y madre de su hijo, ya que el poder de representación que le había sido conferido le autorizaba genéricamente para donar, pero no concretaba los bienes que podían ser donados ni los posibles donatarios.

			C) El representante sin poder


			Si un sujeto realiza cierto negocio actuando en nombre ajeno pero sin que se le haya otorgado un poder de representación —en este caso estaríamos ante lo que se denomina un representante sin poder o un falso representante— los negocios que celebre en nombre del «representado» no vinculan a éste a menos que los ratifique. Así se desprende del artículo 1.259.2 C.c. Por ejemplo, si el hermano de Antonio, sin conocimiento de éste y sin contar con ningún poder de representación, vende la moto de Antonio a un tercero, Antonio no estará obligado a entregar la moto al comprador. Sólo tendrá que hacerlo si decide ratificar el negocio celebrado por su hermano.

			La ratificación es una declaración de voluntad del dominus en virtud de la cual acepta las consecuencias jurídicas de la gestión del representado. Si el dominus ratifica el negocio realizado por el representante sin poder, entonces sí quedará vinculado por él. La ratificación puede ser expresa o tácita, es decir, derivada de hechos concluyentes de los que quepa deducir la voluntad de aceptar el negocio realizado por el falso representante. En este sentido, la jurisprudencia suele entender que si el dominus se aprovecha de los efectos de tal negocio (por ejemplo, percibe el precio de la compraventa celebrada por el representante que carecía de poder de representación), existe ratificación tácita —entre otras, SSTS de 10 de julio de 2002, 13 de mayo de 2004 y 25 de junio de 2004—.

			Si el dominus no ratifica el negocio celebrado por el representante sin poder, dicho negocio es ineficaz frente a él. El artículo 1.259.2 habla de «nulidad», pero el negocio no es en realidad nulo (DÍEZ-PICAZO) ya que basta con que se produzca la ratificación del dominus para que el negocio sea eficaz. Además, si no tiene lugar la ratificación, el representante sin poder quedará vinculado frente al tercero con quien contrató —aunque sólo si éste desconocía la inexistencia de poder— y estará obligado a indemnizarle por los daños y perjuicios causados (art. 1.725 C.c.). Lo mismo ocurre en el supuesto del representante que traspasa los límites del poder de representación, al que se hizo alusión con anterioridad.

			D) Incumplimiento de instrucciones


			Distinto del supuesto anterior es el caso en que el representante —teniendo poder de representación y ejercitándolo dentro de sus límites— incumple alguna de las instrucciones dadas por el poderdante. Por ejemplo, el poderdante le indicó que vendiera una finca por encima de cierto precio —200.000 euros— y el representante la vende por un precio inferior —150.000—. En este caso el negocio es eficaz, y el representado queda vinculado por él (no podría, por ejemplo, negarse legítimamente a entregar la finca antedicha al comprador). No obstante, el representante que ha incumplido las instrucciones incurrirá en responsabilidad frente al dominus y deberá indemnizarle de los daños causados (en el caso del ejemplo, la diferencia de precio: 50.000 euros).

			E) Revocación del poder


			Para terminar hay que señalar que el poder de representación puede ser revocado por el poderdante a su voluntad y sin necesidad de expresar causa alguna (art. 1.733.1 C.c.). La revocación, como es lógico, debe ser puesta en conocimiento del apoderado para que surta efectos, ya que de otro modo se corre el riesgo de que este último siga actuando en nombre del representado. El poderdante puede además solicitar al apoderado el «documento» en que conste el poder, lo cual es conveniente a fin de evitar que se genere una situación de apariencia. Hay que tener en cuenta que, si el representante contrata con un tercero una vez que se ha revocado su poder de representación, los efectos que se producen son los mismos que si hubiera actuado sin poder de representación, es decir, el negocio celebrado por el representante no vinculara al dominus, artículo 1.259 C.c. Pero si el representante, provisto del inicial poder de representación (posteriormente revocado) generó la confianza del tercero en la existencia de su poder de representación, puede ocurrir que el dominus quede vinculado como consecuencia de esa situación de apariencia.

			
				
					1 Según el artículo 235.3 C.c. cuando el menor emancipado requiera un complemento de capacidad y las personas que deben prestarlo no puedan hacerlo o tengan un conflicto de intereses se le designará un defensor judicial.

				

				
					2 La nueva ley no define qué se entiende por discapacidad, pero el artículo 1 de la Convención de Derechos Humanos de las personas con discapacidad dispone que: «Son personas con discapacidad aquellas que presentan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales, previsiblemente permanentes que, al interactuar con diversas barreras, pueden impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con los demás».

				

				
					3 Regulan la legitimación para solicitar la provisión de medidas de apoyo los artículos 42 bis.a).3 LJV y 757 LEC. En principio estas medidas se adoptan en un procedimiento de jurisdicción voluntaria [art. 42 bis.a) y ss. LJV] pero si la persona con discapacidad o alguno de los intervinientes formula oposición, el procedimiento se transformará en un juicio contencioso (art. 756 LEC). De acuerdo con el artículo 268 C.c., el Juez, a la hora de establecer las medidas de apoyo debe «atender» a la voluntad de la persona afectada. Esto no significa, sin embargo, que no puedan proveerse medidas de apoyo en contra de la voluntad de la persona a la que se refieren, ya que puede ocurrir que esa voluntad en contra sea consecuencia de la enfermedad o deficiencia que padece, que le impide ser consciente de sus propias necesidades. Así se desprende de la STS de 8 de septiembre de 2021, relativa a una persona con síndrome de Diógenes. El afectado sostenía que no precisaba asistencia ni apoyo de ningún tipo, pese a ser evidentes los problemas de habitabilidad en su vivienda, así como la degradación de su higiene y cuidado personal. El TS entendió que la voluntad contraria del interesado era consecuencia de su propio trastorno, y que existía una clara necesidad de establecer medidas de apoyo que le llevó a constituir la curatela.

				

				
					4 La revisión de las medidas, aunque se hayan acordado en un procedimiento contencioso, se llevará a cabo a través de un procedimiento de jurisdicción voluntaria salvo que, nuevamente, alguno de los intervinientes formule oposición (art. 761 LEC).

				

				
					5 Las sociedades que tienen como fin el ejercicio en común de una actividad profesional (v. gr., bufete de abogados) tienen, sin embargo, una regulación especial, contenida en la Ley 2/2007 de sociedades profesionales.

				

				
					6 Recordemos que el curador que presta apoyo a la persona con discapacidad no es su representante legal, pues no actúa en lugar de aquélla, sino que la aconseja o asesorara para que tome la decisión de que se trate. No obstante, excepcionalmente puede actuar con funciones representativas, en cuyo caso sí actuará en lugar de la persona con discapacidad, aunque sólo en los casos establecidos por el Juez.
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